
838 ESTUDIOS DE DERECHO

El artículo 1S de la ley 72' de l. 890, declara que
la Administración de Justicia pertenece al Poder Judi-
cial, y la Constitución en su Título XV, al tratar de
aquélla, y después de reglamentar todo lo concernien-
te a ese ramo, incluye al final de él la disposición del
artículo 164, disposición que hizo preceptiva el artículo
42 del Acto Legislativo N.9 3 de 1910, según la cual
el Legislador podía establecer la J urisdicción de lo Con-
tencioso-Administrativo. Por qué no incluyó esa dispo-
sición en los varios capítulos concernientes al Poder
Ejecutivo, o en otro que tratara de un ramo separado?
Por qué el Título XI de la Constitución, no dice nada
a ese respecto? Porque consideró esa Jurisdicción per-
tenecien te al Poder Judicial. '

La Corte Suprema, en su última sentencia de, 15
de Julio p. pdo., en la cual echó por tierra la de 1S de
Diciernbrede 1914 que .sostenía la tesis 'que, pruebo, se
basa principalmente en que a lo Contencioso-Adminis-
trativo, no están sometidas «las controversias judicia-
les propiamente dichas, sino que su acción va encami-
nada a estudiar y revisar ciertas providencias de algu-
nos funcionarios administrativos del Estados-s-Cuál es
el límite de la frase propiamente dichas.'?,pues, entiendo
que el término no es absoluto.-Entre las materias que
regula la ley 130 no hay muchas que tienen esos carac-
teres? Además, los Tribúnales Seccionales de lo Con-
tencioso A:dministrativo, no libraron de muchas cargas
a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial? En
virtud de qué jurisdicción conocían los últimos sobre la
nulidad de los Acuerdos Municipales objetados por los
Gobernadores y que hoy conocen privativamente los
primeros ?-Y, por último, esa frase, no es el límite con-
fuso que sirve de base a las competencias negativas que
a diario se suscitan entre los citados Tribunales?

Por otra parte, el calificativo de actminz'strativa,
en el cual hacen hincapié los sostenedores de 'la tesis
contraria y que a su modo de ver decide la cuestión
con entera claridad, especificando el ramo al cual per-
tenece, no es en mí sentir, razón decisiva en el asunto,
antes 'bien contribuye a reforzar mi convicción a ese
respect~. Entiéndase que a dicho' calificativo va unida
estrechamente la palabra iurisdzúión y dicho enlace
no puede tener otro sentido, como dice Ortolán, que
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el mismo en fuerza del cual se dice, como puede verse
con otr as jurisdicciones: v, g. la comercial) la militar
etc., que-no son sino materias especiales a las cuales
se aplica la jurisdicción, y nunca como declaración de
un derecho estrictamente comprendido entre los, dos
Poderes en que se divide la Administración Pública.

Para finalizar, creo por las razones expuestas an-
teriormente, que los dirigentes de los Poderes Públicos
en Colombia, que en distintos documentos han soste-
nido la separación de lo Contencioso-Administrativo
del Poder Judicial, no han tenido más razones que los
principios teóricos y científicos en que se basan las
Ciencias denominadas Derecho Constitucional y Dere-
cho Administrativo, tratando así de resolver contradic-
ciones creadas por la Ley 130, razones que constitu-
cional, legal y prácticamente hablando y, tales como
están concebidos y relacionados el artículo 60 de la
Constitución, el artículo 164 de la misma y el artículo
42 del Acto Legislativo ,N.9 3 de 1910, incorporados
en el Título XV, en relación con el artículo 1S de la
Ley 72 de 1890, la Ley 100 de 1892 y por último la
misma Ley 130 de 1913, carecen de valor jurídico.

Medellín-Il-XV -XVI

Rafael U. DUQUE-José U. MUNERA

I ¿florman parte del Poder Judiciol los Tribunales de
lo Contencioso·/ldminlstrutivo?

11 SI no forman Porte del Poder Judiciol zes constitu-
cional la tacultad que les confieren los artículos 38, ordi-
nnt o, y 39, ordinol o, de la uev 130 de t 913?

I

En nuestra opinión, el primer postulado debe con-
testarse con una negativa rotunda.

Quienes sostienen que los Tribunales contencioso-
administrativos forman parte del Puder Judicial, invo-
can como argumento los artículos 60 y 164 de la Cons-
titución y la Ley 13(') de 1913. Tal tesis la preconiza
el Honorable Tribunal Administrativo de Medellín.
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Justamente, las precitadas disposiciones constitu-
cionales y legales son el sustentáculo de nuestro die-
tamen.

y en verdad, porque ni es dado suponer que los
Constituyentes de 1886 incidiesen en un pleonasmo le-
gislativo de inutilidad tan notoria como el que se en-
cerrada en los artículos 60 y 164 de la Carta Funda-
mental, pues, si La intención del Constituyente hubiese
sido la de colocar la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa en la jerarquía judicial, el artículo 164 impli-
caría una redundancia inoficiosa, desprovista de obje-
to, dada la regla amplísima contenida en el artículo 60
al declarar que perteneceri al Poder Judicial «la Corte
Suprema, los Tribunales Superiores de Distrito y
demás Tribunales y Juzgados que eStablezca la ley». eX')

y es más inadmisible tan descabellada suposición
cuanto que sería inferir a los ilustres Delegatarios de
1886 la injuria de ignorar la precisa concepción jurídi-
ca de las distintas ramas del Poder Pú blico; de confun-
dir las órbitas de jurisdicciones diversas como la judi-
cial y la contencioso-administrativa; de total descono-
cimiento de la filosofía del lenguaje, al menos, cosa im-
posible habida cuenta de que la redacción del Estatuto
Nacional fue obra 'del insigne Miguel Antonio Caro.

'De admitir semejante lógica habría de concluírse
que las Cámaras de Comercio creadas por la Ley 111
de 1890 y el Jurado instituído por la. Ley 57 de 1887,
forman parte del Poder Judicial, en virtud de los artí-
culos 162 y 163 de la Constitución, contra lo sentado
por la citada Ley 57, dictada por el mismo Consejo de
Delegatarios que expidió la Constitución, y por la Ley
IOO de 1892. '

Regla de hermenéutica legal consagrada por nues-
, tro Derecho positivo es la de que la correcta interpreta-
ción de las disposiciones legales debe tener por base, no
sólo el fijar el sentido preciso de las reglas y disipar las
oscuridades de los textos, sino también, lo que no es
menos importante, hacer comprender su verdadero es-
píritu que la informa de perfecta unidad y armonía
entre todas y cada una de sus partes; y de seguirse

("*) Subrayamos
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la teoría que impugnamos, consecuencialmente se lle-
garía a la absurda conclusión de haber violado. el
Constituyente el principio de limitación e independenr
cia de los Poderes Públicos. Probamos a dernostrarlo:

Al Consejo de Estado desde su fundación en 1886,
como desde su restablecimiento en 1914, se le asignó,
entre otras, la función de Tribunal Supremo de lo con-
tencioso-administrativo (artículos 141, ordinal 3.9 de la
Constitución, 98 del C. P. y M. de 1888, y 6.9, ordi-
nal 3.9 del Acto Legislativo de 1914, reformatorio de
la Constitución). y si a esa elevada Corporación se la
hubiese considerado como entidad judicial por los
Constituyentes de 1886 y por el' Congreso de 1914,
apenas se daría ejemplo de más palmaria infracción
del principio de limitación y autonomía de los Poderes
Públicos que' la de hacer formar parte de aquel Cuer-
po al Vicepresidente de 'la República, primero, y al
Designado, después, nada menos que con el elevado
puesto de Presidente nato de la Corporación, y la de
hacer intervenir a ésta, como Cuerpo Consultivo, en
asuntcs de la privativa competencia del Poder Ejecu-
tivo (artículos 136 y 141, ordinal 1.9 de la Constitución
de 1886 y 1.9 Y 6.9, inciso 1.9 del Arto Legistivo de
1914, reformatorio de la Constitución). ,

De lo dicho. y de otras razones que podríamos
aducir, se desprende de manera incontestable que el
Consejo de Estado es una entidad que pertenece a la
rama administrativa del Poder.
. Si esta consecuencia no puede revocarse a duda
por quien conozca siquiera someramente los principios
elementales de Derecho Constitucional y Administrati-
vo, ineludible mente se impone la conclusión de que los
Tribunales Administrativos no forman parte del Poder
Judicial, a menos de admitirse el inconcebible adefesio
de ser revisados los fallos de una autoridad judicial
-los Tribunale Seccionales-por una autoridad admi-
nistrativa-el Consejo de Estado-, contra el principio
de la .separación de los Poderes Públicos.

-x·.;(- .*

Abandonado el campo constitucional y situados
n el terreno legal, no es menos palmaria la demostra-
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~
ción de la tesis que sustentamos, si se analiza la Ley
130 de 1913.

Los artículos 22, ordinal n Y 42 ordinal c) al con-
ferir al Consejo de Estado, como Tribunal Supremo, y
a los Seccionales la facultad decomisionar a las autori-
dades o empleados admi1:istrativos, de igualo inferior
categoría a la de los Gobernadores, para 'la práctica
de las diligencias necesarias en el ejercicio de sus fun-
ciones, claramente indican que dichos Tribunales per-
tenecen a la rama administrativa del Poder, pues que
no pueden comisionar a: los Jueces de Circuito. pero ni
a los Jueces Municipales, funcionarios que no hay du-
da pertenecen a la jerarquía judicial, y ello se explic a
en virtud del principio constitucional de la separación
de los Poderes Públicos y' dé la especial independen-
cia de que se ha revestido al Judicial.

Más preciso se manifiesta el espíritu de )a Ley
en el artículo I. 9 'que determina los negocios que caen
bajo la jurisdicción contencioso-administrativa, pues
circunscribe la misión de ésta a «la revisión de los
actos de las Corporaciones o empleados administrati-
vos en el ejercicio dc(susfunciones, (.¡{') o con pretexto de
ejercerlas», y se patentiza mejor si se establece la
relación entre el artículo I.9 citado y el artículo 93
que estatuye: «las sentencias definitivas ejecutoriadas
de los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo son
obligatorias y no están sujetas a revisl'ón por parte de
la ;'ustz'cia ordinaria»; (~,)porque para nadie es un mis-
terio que la justicia ordinaria es la que constituye el
Poder Judicial, pues no ha de olvidarse que, la cir-
cunstancia de ejercer un empleado/ o entidad actos
de justicia, en manera alguna lo coloca en la jerarquía
judicial y aun puede ocurrir que 'ni ejerza. funciones
judiciales. Así, .los jefes de Policía que ejecutan actos
de justicia en la aplicación de las ordenanzas que re-
glamentan el' Ramo con el castigo de las contravencio-
nes de policía, ni forman parte del Poder Judicial, ni
ejercen funciones judiciales.

{
/
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"E~ Derecho positivo colombiano sienta como ba-
se para la correcta interpretación de las disposicio-
nes legales dudosas, el estudio de la historia fidedig-
na de su establecimiento, y esa norma legal tiene ea-
bal'aplicación en el caso que estudiamos.

Los antecedentes de la Constitución de 1886 y
de la Ley 130 de 1913 dan la razón a nuestra tesis:

Que los Delegatarios de 1886 sí tenían noción cla-
ra de lo que es la jurisdicción contencioso-administrati-
va, y que, en consecuencia, la mente del Constituyen-
te, al aprobar el artículo 164 de la Carta Fundamental,
fue la de establecer una jurisdicción distinta de la ju-
dicial.ilo demuestran el texto del artículo 21 del Pro-
yecto, propuesto por Don Miguel Antonio Caro, que no
se "aprobó por haber resuelto después, a moción del
mismo señor Caro, dar facultad a la Corte Suprema de
Justicia para anular las leyes inconstitucionales; y las
palabras del inspirador y redactor del Estatuto Nacio-
nal, al discutirse ese artículo:

«Artículo 21-La potestad reglamentaria no cons
tituye derecho contra las leyes, ni las l-eyes contra lav.
Constitución. En consecuencia, los Tribunales ("x') que
hayan de actuar en asuntos contencioso-administrativos
(*') prestarán defensa a los particulares agraviados por
providmcias de la administración; y LA AUTORI-
DAD JUDICIAL ("x') protegerá a -las per~onas contra
los abusos de cualquiera de los Poderes públicos».

Hé aquí las palabras del señor Caro, len 10 perti-
nente:

«Los particulares agraviados por providencias ad-
ministrativas podrán ocurrir, siempre a los Tribunales
ordinarios, (.¡{') según la práctica anterior, o a los espe-
ciaie: (*) contenclOso-administrativos que por la ley po-
drán crearse, conforme a lo dispuesto en el articulo, 162
del proyecto» (el 164 de la Constitución).

'Y que la mente del' Legislador de 1913, al crear
la jurisdicción contencioso-administrativa, fue la mis-
ma del Constituyente, lo prueban estos antecedentes

(.¡{') Subrayamos
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auténticos de la Ley, reveladores de su espíritu:
La Comisión de Abogados Auxiliares, autora del

Proyecto presentado a las Cámaras en 1911 por el Mi-
nistro de Cobierno, compuesta de juristas de la repu-
tación de los Doctores José María González Valencia y
Eduardo Rodríguez Piñeres, en la exposición de moti-
vos acompañada al Proyecto. vaduce estas razones:

«Hecho el análisis precedente sobre una serie de
cuestiones que evidentemente deben escapar a la inter-
vención del Poder Judicial, ('(-)puede generalizarse ya
la teoría o tesis jurídica y concluir admitiendo no sólo
la conveniencia, sino la necesidad de una jurisdicción
indepeJZdzúztee:-) que reúna, mediante el establecimien-
to de un orden gerárquicó, las funciones que hoy tie-
nen ciertas Corporaciones que no son del orden judi-
cial y que sustraiga a este orden (*) la decisión de otras
que no deben ser de su resorte».

La Comisión del Senado que informó en 1911 pa-
ra segundo debate del Proyecto, formada por los emi-
nentes jurisconsultos Doctores Antonio José Cadavid
y Rafael U ribe U ribe, trae estos conceptos:

« .... y era muy natural que la Revolución Fran-
cesa trajese la consecuencia del establecimiento de la
jurisdicción contencioso-administrativa, porque la mis-
ma Revolución, que derrocó el régimen antiguofunda-
do en la plenitud de la soberanía nacional residen te en
el rey, consagró él canon fundamental, incorporado
en el Derecho político moderno, de la separación de
los Poderes Públicos.

«Quiere decir que la Jurisdicción a que nos referi-
mos se funda. en el principio elemental, no disputado
hoy en los pueblos de régimen Constitucional, de la
separación de los poderes públicos. Más concretamen-
te: la jurisdicción contencioso -adrninistrativa tiene su
fundamento esencial en la separación, en la indejenden-
cia ("*), que debe haber entre la rama admi1tistrativa
("*) y la rama Judicial del Poder Público, y como 'la
Constitución que hoy rige en Colombia, de igual ma-
nera que todas las que han regido durante nuestra vi-
da de nación independiente, consagra el principio de
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dicha separación de poderes, es claro que se impone
el establecer la jurisdicción de que se trata para ase-
gurar y garantizar el derecho individual. ....

«La justicia administrativa-como lo observa
Barthelemy--no es una desmembración dé la jurisdic-
ción judicial. Es el órgano jurisdicción al con que el
Poder Ejecutivo impone' a la Administración el respe-
to del Derecho. Los Tribunales administrativos no
arrebatan el papel de la autoridad judicial: son una
de las formas en que se manifiesta el ejercicio de la
autoridad administrativa ....

«La Constitución admitió como posible, como con-
veniente, el establecer la jurisdicción administrativa;
pero guiso que fuese el Legislador el que tomase la de-
terminación de establecerla cuando le pareciese opor-
tuno. No así el Constituyente de 19IO, el cual dispu-
so de modo imperativo la creación de aquella jurisdic-
ción. Puede decirse con toda verdad que la jurisdic-
ción de lo contencioso-administrativo pertenece hoy al
Derecho. constitucional de Colombia, es institución ju-
rídica fundamental. es rueda necesaria en lamáquina
de la Administración Pública».

y la Comisión q ue en 1912 rindió el informe sobre
las objeciones del Poder Ejecutivo al Proyecto de 1911

aprobado por las Cámaras, dice:
« .... El principio constitucional de la separación

de los Poderes Públicos, en vez de servir. para consi-
derar la jurisdicción contencioso administrativa como
unaramadel Poder judicial.Io que hace es servir de fun-
damento para sentar su, indejendf!,1uia eX

-) de esa rama.
"La primera exposición de los Abogados Auxilia-

res trae las siguientes palabras en que Depretis sinteti-
zó una de la-s razones en que apoyó el restablecimien-
to en Italia de la jurisdicción contencioso-administrati-
va: «No se trata de invadir el dominio necesario a la
autoridad judicial, sino de dar jueces a negocios que
actualmente no los tienen .... ,./

«De donde se concluye que la institución de. lo
contencioso-administrativo viene a ser una rama espe-
cial del Poder público, en el orden administrativo, com-

eX-) -Subrayamos
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jleta11'zentedistinta de la rama judicial; que sus funcio-
nes no hacen parte del Poder. Judicial .... »

II

La contestación negativa al segundo postulado de
la encuesta es consecuencia obligada de la anterior y
de lo preceptuado por los artículos 151 de la Constitu-
ción y 57 Y 63 del Acto Legislativo N.Q 3 de 1910; pe-
ro sólo en lo que se refiere a la nulidad de las Ordenan-
zas y Acuerdo.

Para no entrar en la exposición de razones pro-
pias, basta a nuestro objetivo hacer notar que la Comi-
sión del Senado en su informe de 1912 propuso la irn-
probaéión de los artículos del Proyecto que asignaban
a los Tribunales Administrativos el conocimiento de
los asuntos relativos a la 'nulidad de las ordenanzas y
de los Acuerdos, porque constitucionalmente corres-
pondía al Poder Judicial; que el Senado aprobó lo mo-
ción que ponía fin al informe de la Comisión y, en con-
secuencia, la Presidencia del Senado, en las sesiones
de 1913, los declaró virtualmente negados, como los
negó también la Cámara de Representantes, y que si
esas disposiciones aparecieron luego en el texto de 'la
Ley 130 se debió a las graves irregularidades que a su
expedición -se observaron en el informe rendido al Go-
bierno por la Comisión Legislativa, informe del cual
trascribimos éstas solas palabras:

«Es de advertir que los dos Capítulos sobre nuli-
dad de las ordenanzas y de los Acuerdos Municipales,
que fueron negados por el Congreso de 1912, por razo-
nes de, orden conslziuúonal, (*) reaparecen en la Ley
entre las disposiciones de dudosos antecedentes, ante-
cedentes que dejamos enumerados».

UNA SENTENCIA

Por relacionarse con la Encuesta jrojuesta por esta
Reoista; publicamos a continecaciár: los sigzt'ielltes ajar-

("x') Su bra vamos
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tes de u'rta sentencia del Tribunal de lo Contenciosa-ad-
?J1/i1u'strativode MedellÍ1~, dictada el 30 de Stjtiembre
de 1915 en la demanda sobre nulidad-dtl .Art. 3C! de la
Ordenanza número 10 exjedida jor la Asamblea del
D ejartameuto de' Caldas en sus sesiones de 1912.

••SENTE~CIA dictada en el juicio relativo a la Orde-
J1aJlZ~' número 10 expedida I,or la Asarnblea clel Dep:U'ta-

mento de Cahls!!iel 28 (le ¡tlano de 1912.

Tribunal Adminútrativo Secrional.-Medellín, Sep-
tiembre treinta de mil novecientos quince.

[llIAGISTRADO PONENTE, DR. ORTIZ]
. . . . . . . ... . ' .

Antes de determinar el modo como debe finalizar
el presente 'asunto en esta instancia, se estima de ne-
cesidad volver sobre la cuestión jurisdiccional del Tri-
bunal, porque aunque desde los primeros fallos profe-
ridos la dejó asentada en firme y aunque ni él mismo,
ni los demás Tribunales del País, ni el Supremo mien-
tras actuó, ni el Consejo de Estado han objetado nada
en el particular, recientemente esa situación jurídica ha
sido turbada por sentencia de la Corte Suprema, que
declara no ejercen los Tribunales Contenciosos poder
j~dicial, no son autoridades de esta rama del Poder

blico (V. número 15,566 del Diario Ojiúal, corres-
pondiente al 13 de Agosto del año en curso).

Si la Corté estuviera en lo cierto, los Tribunales
no podrían conocer de demandas de nulidad de Orde-
nanzas y de Acuerdos Municipales, porque los artículos
57 y 63 del Acto Legislativo número 3 de 19IO atribu-
yen ese conocimiento a autoridades iudiciales.

En concepto del Tribunal esa alta Corporación
no está en lo cierto, y auuque lo estuviera, su fallo no
obligaría, como no obliga, sino en el negocio en que
se pronunció (artículo 17 del C. Civil). Ello no obs-
tante, importa por lo menos oponerle a tal fallo las ra-
zones que aquél ha tenido y tiene presente para pensar
y establecer lo contrario, .esto es, que los tribunales si
son autoridades judiciales, ejercen el poder judicial, y
son por ende competentes para avocar el conocimiento
de las demandas aludidas.

En sentencia de fecha 5 de Junio de 1914, la pri-
mera que profirió el Tribunal (V. Antioquz'a; número
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729 del mismo mes), se expresó así, al estudiar el pun-
to de jurisdicción, que había sido puesto en duda por
el Sr. Juez 1.Q del Circuito de Marinilla:

.... <podría decirse que de los Acuerdos toca co-
nocer en todo caso a una autoridad judicial, por ser de
mandato constitucional, y es por tal motivo oportuno
averiguar qué resulta de la diferencia que se advierte
entre el artículo 59 del Acto Legislativo número 3 de
19IO y el 126 de la Ley 4 de 1913' Dice aquél en su
numeral 7. Q, que el Gobernador debe pasar 103 Acuer-
dos inconstitucionales o ilegales a la autoridad judz'cüil
y estotro dice ew el 8. Q que debe pasarlos a la autori-
dad comjetente que lo es hoy la indicada en el artículo
38 de la Ley 130.

«En la pugna prima la Constitución; pero aquella I

circunstancia no existe porque los Tribunales Admi-
nistrativos Seccionales ejercen el Poder Judicial, con-
cepto éste que fundamenta el articulo 60 de la Cons-
titución en el cual se expresa que el Poder Judicial lo
ejercen la Corte Suprema, los Tribunales de Distrito
y demás Tribunales y Juzgados que establezca la Ley.

«Los Tribunales Seccionales Administrativos los
ha creado la Ley; luego ejercen funciones del Poder
Judicial» .

Como este Tribunal de Medellín han pensado los
restantes de (a República, el Tribunal Supremo. y el
Consejo de Estado, según queda dicho.

Lo mismo pensó el Gobierno Nacional, puesto que
declaró excluídos a los Magistrados de la rebaja de
sueldos decretada por él, y puesto que las sentencias
del Tribunal Supremo se insertaban en-la SE(~ClONJu-
DICIALdel Diario Ojiúal.

Aún más: la misma Corte Suprema, en sentencia
de 20 de Octubre de 1913, que publican los números
1, In y 1,178 de la Gaceta Judicial correspondiente al
30 de Marzo de este año, sostuvo justamente lo con-
trario de lo que ahora resolvió; y es de notar que en
estos contrarios fallos figuran suscribiéndolos tres dis-
tinguidos jurisconsultos.

Ninguna verdad jurídica más palmaria y evidente,
por lo mismo, que la sostenida por este Tribunal, co-
mo quiera que según el artículo 60 de la Constitución
ejercen el Poder Judicial, fuera de la Corte Suprema y
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los Tribunales Superiores, los demás Tribunales que
establezca la Ley. Y a nadie se le oculta que la Ley 130
de 1913 creó los Tribunales Contenciosos y reglamen-
tó sus atribuciones.

La última sentencia de la Corte no paró mientes
en el evidente artículo 60 citado. que excluye por la
trasparencia de su tenor literal, toda interpretación.
Tanto es así, que no sólo no lo cita sino que declaró
que los Magistrados de lo Contencioso están sujetos a
la rebaja de sus asignaciones mensuales, a pesar de
que el inciso segundo del artículo 160 de la Constitu-
ción reza de este modo: «No podrán suprimirse ni dis-
minuírse los sueldos de los Magistrados y Jueces; de
manera que la supresión o disminución perjudiquen a
los que estén ejerciendo dichos empleos».

Ahora: si los artículos 38 y 39 de la Ley 130 de
I913 atribuyeron a los Tribunales Contenciosos el co-
nocimiento de las demandas de nulidad de Ordenan-
zas y Acuerdos; tenemos la más autorizada, interpre-
tación, la del Legislador mismo, del artículo 60 de la
Constitución y de los artículos 57 y 63 del Acto núme-
ro 3 de I9IO, contra la cual va el último fallo de la
Honorable Corte Suprema.

En el supuesto de que ésta hubiera fallado jurídi-
camente ¿ quién resolvería sobre esas demandas, es-
tando como están vigentes estos artículos y los 38 Y 39
citados? .

Más: la Honorable Corte párte de la hipótesis de
que como estos Tribunales no deciden sobre negocios
de particulares no son autoridades. judiciales; lo que
parece erróneo, porque confunde una especie de poder
judicial con otra y aún con el género.

En síntesis: este Tribunal que aplica la Ley Laja
su responsabilidad: se considesa con jurisdicción bas-
tante para sustanciar y fallar este negocio, y si no en-
tra en el fondo, es por los motivos que van a verse.
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